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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISION PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de abril de dos mil dieciocho (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0367
Hora: 3:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, se entra a resolver lo concerniente al grado de consulta frente a la decisión del 22 de febrero de 2018 proferida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual impuso sanción de arresto por diez (10) días y multa equivalente a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, al señor César Augusto Díaz Quintero, Director del establecimiento penitenciario y carcelario de La Dorada, Caldas,  y a la Directora Regional Viejo Caldas del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC, doctora Martha Lucía Feho Moncada por desacato al fallo de tutela proferido por ese mismo despacho el 9 de septiembre de 2015.
2. ANTECEDENTES

2.1. El 9 de septiembre de 2015 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira tuteló los derechos fundamentales a la seguridad social en conexidad con el derecho al salud y la vida digna del señor Duván Andrés Correa Jaramillo, dentro de la acción de tutela promovida en contra el INPEC, Caprecom E.P.S y QBE seguros.  En tal virtud, ordenó al INPEC que en el menor tiempo posible hiciera lo concerniente para que se le prestara la atención médica que necesitaba el señor Correa Jaramillo y procediera a las prácticas médicas  necesarias para su recuperación.  Así mismo, ordenó al INPEC que continuara prestando la cobertura integral al paciente respecto al mal que padece (fractura de pierna izquierda), sin que se dilatara el desarrollo del tratamiento por falta de agilidad y prontitud en la asignación y programación de las citas médicas requeridas, así como la autorización a todo procedimiento, tratamiento o medicamento que los galenos ordenaran  y que para dar cumplimiento, debía remitir al señor Correa Jaramillo  para todo lo que se encuentra en el POS a Caprecom EPS y en lo que no está incluido en el POS a una IPS y efectuara el recobro a través de la póliza suscrita con QBE Seguros (Fls.13-15 cuaderno número uno). 
2.2. Del cuaderno número dos, se extraen las siguientes actuaciones:

2.2.1. El 2 de febrero de 2018 el señor Duván Andrés Correa Jaramillo radicó un escrito, mediante el cual solicitó al Juzgado de conocimiento  se iniciara el trámite de incidente de desacato en contra de las entidades accionadas, toda vez que a la fecha no habían sido practicados los siguientes servicios médicos:  i)  cita de control con resultados conforme a la resonancia magnética nuclear de rodilla izquierda, meniscos y ligamentos practicada, ii) radiografía de la tibia izquierda y el respectivo control con resultados y iii) los medicamentos para aliviar el dolor que padece en su rodilla izquierda, lo que le ha causado perjuicios en su salud (Fls. 89-92).  
2.2.2. De conformidad con la anterior queja, el 5 de febrero de 2018 el juez de conocimiento dispuso requerir tanto al Director de la cárcel de La Dorada, Caldas y a la Directora Regional del Viejo Caldas INPEC, Drs. César Augusto Díaz Quintero y Martha Lucía Feo Moncada, respectivamente, para que informaran las razones para pretermitir lo ordenado en el fallo de tutela (Fl. 93 y 94). Dicha decisión fue notificada a los correos electrónicos que aparecen relacionados en el “pantallazo” del 6 de febrero de 2018 (Fl. 95 vuelto).
2.2.3. Mediante auto del 12 de febrero de 2018 el A quo resolvió iniciar incidente en contra de los Drs. César Augusto Díaz Quintero y Martha Lucía Feo Moncada, antes referidos, a quienes se les concedió un término de 3 días para que se pronunciaran frente a la queja del señor Correa Jaramillo (Fl. 96). Dicha decisión fue notificada a los correos electrónicos que aparecen relacionados en los “pantallazos” del 12 de febrero de 2018 (Fls. 97 vuelto y 98 frente).

2.2.4.  A través del oficio No.8120-OFAJU-81204-GRUTU002130AFPM del 15 de febrero de 2017 (sic), recibido en el juzgado de primer nivel el 20 de febrero de 2018, el Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC de Bogotá, indicó a ese despacho se había requerido a los encargados de dar cumplimiento al fallo (Fl. 100 frente) para lo cual adjuntó copia del oficio No. No.8120-OFAJU-81204-GRUTU002129AFPM del 15 de febrero de 2018 dirigido a la Dirección de Atención y Tratamiento, a la Subdirección de Atención en Salud, a la Dirección Regional Viejo Caldas y a la Dirección EPAMSCAS de La Dorada (Fl. 100 vuelto).

2.2.5. Obra en la foliatura el escrito radicado bajo el No.637-EPAMSLDO-GRUTU-DIRE del 17 de febrero de 2018, sin fecha legible de recibido, a través del cual el Dr. César Augusto Díaz Quintero respondió el requerimiento del juzgado, informando que al interno Correa Jaramillo se le habían garantizado los servicios médicos ordenados para la patología que presenta e hizo una relación de los mismos según el período comprendido entre el 21/06/2016 al 19/02/2018, de las que se desprende que el 17 de octubre de 2017 le fue tomada la resonancia magnética en el SES Hospital de Caldas, la cual se encuentra pendiente para reclamar resultados y que el 19 de febrero de 2018 tiene programada valoración por ortopedia en el hospital antes referido y que se encontraban adelantando los trámites pertinentes para la salida del interno.  Por lo tanto, solicitó que se desvinculara a esa Dirección de este trámite (Fls. 117 y 118). Anexó copia de la prescripción de los medicamentos expedida el 4 de septiembre de 2017 por el traumatólogo ortopedista y de la historia clínica de MEDICORPUS Centro de Ortopedia y Cirugía Plástica Ltda. con fecha de atención al accionante del 04/09/2017 (Fls. 119-121).  Así como copia de la historias clínicas del 30 de enero de 2017 (Fl. 121 vuelto)  y del  16 de febrero de 2017 (Fl. 122 vuelto) en donde se advierte las valoraciones  con ortopedia y traumatología.  
2.2.5.  Mediante el auto del 22 de febrero de 2018 el juzgado de primer grado consideró que las respuestas anteriores no permitían inferir el cumplimiento de lo ordenado en el fallo de tutela a favor del señor Correa Jaramillo, cuando se dispuso que se le garantizara al mismo el tratamiento integral derivado de su dolencia en la rodilla y pierna izquierda.  Por lo tanto, impuso sanción de arresto por diez (10) días y multa equivalente a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, al señor César Augusto Díaz Quintero, Director del establecimiento penitenciario y carcelario de La Dorada, Caldas,  y a la Directora Regional Viejo Caldas del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC, doctora Martha Lucía Feho Moncada por desacato al fallo de tutela proferido por ese mismo despacho el 9 de septiembre de 2015. Igualmente, se ordenó el  envío del expediente para su consulta (Fls. 126-128).  
3. CONSIDERACIONES

3.1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la decisión adoptada en primera instanciase encuentra ajustada a derecho, para lo cual debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad.

3.3. El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagró la acción de tutela con la finalidad de garantizar la efectiva protección de los derechos fundamentales de las personas cuando quiera que éstos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos establecidos en la ley, protección que se ve materializada con la emisión de una orden por parte del juez de tutela dirigida a impedir que tal situación se prolongue en el tiempo.  Ahora bien, la Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 contiene la naturaleza del incidente de desacato expresando lo siguiente:

“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental. La Corte Constitucional ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, si bien entre los objetivos del incidente de desacato está sancionar el incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos.”

“INCIDENTE DE DESACATO-Límites, deberes y facultades del Juez

La autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a verificar: “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 2005). // Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”. Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto. ”

“CUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA E INCIDENTE DE DESACATO-Responsabilidad objetiva y subjetiva

Siendo el incidente de desacato un mecanismo de coerción que tienen a su disposición los jueces en desarrollo de sus facultades disciplinarias, el mismo está cobijado por los principios del derecho sancionador, y específicamente por las garantías que éste otorga al disciplinado. Así las cosas, en el trámite del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela. Así las cosas, el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia o el dolo de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.

ACCION DE TUTELA EN INCIDENTE DE DESACATO-Procedencia excepcional cuando se vulneran derechos fundamentales

Contra la decisión del incidente de desacato no procede ningún recurso, siendo obligatorio en cambio el grado jurisdiccional de consulta solamente en el caso en que se haya resuelto sancionar a quien ha incumplido la orden de tutela. Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta”.

3.5.  DEL CASO EN CONCRETO 

3.5.1.  Sea lo primero reiterar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su acatamiento, los motivos por los cuáles no ha cumplido, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder efectuar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

3.5.2.  En el caso sub examine, esta Sala verificó que para proferir la decisión objeto de esta consulta, el Juez de conocimiento respetó el procedimiento establecido, si se tiene en cuenta que se enteró tanto al obligado de acatar el fallo como a su superior para que hiciera los trámites respectivos con miras a su cumplimiento e iniciara el correspondiente proceso disciplinario, es decir, al Director del EPAMS de La Dorada, Caldas, y a la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC. Así mismo, se tuvo buen cuidado de aportar copias de los correos remitidos a  la entidad sobre la sanción impuesta a los mencionados funcionarios. 

3.5.3. Revisadas las pruebas que obran dentro del  cuaderno de consulta, se observa nuevamente el escrito radicado bajo el No.637-EPAMSLDO-GRUTU-DIRE ahora con fecha del 5 de marzo de 2018 emitido por el Dr. César Augusto Díaz Quintero, en el cual expuso los mismos argumentos que le sirvieron para responder el requerimiento que le había hecho el  juzgado de primer nivel, en donde había informado que al interno Correa Jaramillo se le garantizaron los servicios médicos ordenados para la patología que presenta  y por tal razón, solicitó que se disponga la inaplicación y levantamiento de las sanciones impuestas a los vinculados dentro de este procedimiento, por haberse superado el hecho generador del incidente (Fls. 4 y 5 del cuaderno de consulta).  Igualmente, allegó idénticas copias de las pruebas que había adjuntado con dicho escrito correspondientes a la prescripción de los medicamentos del 4 de septiembre de 2017 emitida por el traumatólogo ortopedista, de la historia clínica de MEDICORPUS Centro de Ortopedia y Cirugía Plástica Ltda. con fecha de atención al accionante del 04/09/2017 y de las valoraciones del 30 de enero y 16 de febrero de 2017 por dicha especialidad. (Fls. 7-13 ídem).  El único documento que aportó diferente a los antes mencionados, fue la historia clínica del 19 de febrero de 2018 del Hospital de Caldas en la que se advierte la valoración con ortopedia por dolor persistente de la rodilla izquierda, en la que el médico consignó “PACIENTE CON ATROFIA SEVERA DEL CUADRICEPS IZQUIERDO SE LE IDICA HACER BICICLETA ESTATICA TODOS LOS DIAS UNA HORA. CONTROL EN 1 AÑO” (Fl. 6 del mismo cuaderno)

3.5.4. Aunado a lo anterior, en la Secretaria de esta Sala se recibió un escrito del señor Duván Andrés Correa Jaramillo del 12 de abril de 2018, en el que dio a conocer que luego de que fue notificado de la sanción impuesta a los funcionarios del INPEC, no se le ha dado la cita médica requerida, ni la valoración con el especialista para la lectura de la resonancia , ni se le han entregado los medicamentos que requiere para aliviar el dolor de su rodilla, estos últimos por cuanto en la farmacia del centro carcelario le informaron que: “no se encuentra afiliado a ninguna IPS” para lo cual adjuntó copia de un orden de medicamentos del 10 de abril de 2018 (Fls. 16-22).

3.5.5.  De acuerdo a lo anterior, esta Sala observa dos situaciones  que se han configurado  luego de la sanción impuesta a los funcionarios del INPEC,  la primera tiene que ver con la valoración por ortopedia que se le efectuó al señor Correa Jaramillo el lunes 19 de febrero de 2018 a las 11:25 (Fl. 6 del cuaderno de consulta), lo que significa que una de sus pretensiones se encuentra superada.  En segundo lugar, si bien es cierto que el señor Correa Jaramillo anexa copia de la orden emitida por el médico general de los fármacos Ketoprofeno gel, Naproxeno tab x 500 y venta elástica 5x5 (Fl. 19), también lo es que el mismo insiste en el desacato ante la falta de entrega de la medicina descrita y que tiene que ver con su patología, así como la ausencia del control médico con resultados de la resonancia magnética, situaciones estas de las que nada dijeron los encargados de obedecer la sentencia de tutela.
3.5.6.  De lo actuado se destaca que pese a haber sido valorado el señor Correa Jaramillo por ortopedia el 19 de febrero de 2018, la Dirección de la cárcel de La Dorada, Caldas y la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC no han dado cumplimiento total a las solicitudes del señor Correa Jaramillo, lo que indica que persiste en la vulneración de los derechos fundamentales a la seguridad social, vida en condiciones digas, lo que obligó a dicho interno a acudir nuevamente ante el juez constitucional, para obtener el amparo de tales prerrogativas. 

3.5.6.  Consecuente con lo anterior, esta Sala confirmará parcialmente la decisión del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en el entendido de modificar las sanciones impuestas al Dr. César Augusto Díaz Quintero y a la Dra. Martha Lucía Feho Moncada, Director de la cárcel de La Dorada, Caldas y la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC, respectivamente, las cuales quedarán así: multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente y arresto de un (1) día.
DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR parcialmente la decisión del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en el entendido de modificar las sanciones impuestas al Dr. César Augusto Díaz Quintero y a la Dra. Martha Lucía Feho Moncada, Director de la cárcel de La Dorada, Caldas y la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC, respectivamente, las cuales quedarán así: multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente y arresto de un (1) día para cada uno de los funcionarios mencionados.

SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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